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			PRÓLOGO Y LECCIÓN INAUGURAL

			El público primordial para el que se ha escrito este manual introductorio de Derecho es el alumnado de un grado o postgrado académico que no se haya enfrentado al estudio del Derecho antes de abrir este libro y que no tendrá que hacerlo más veces cuando haya cerrado la última página, porque esté matriculado en estudios de ciencias sociales y humanas distintas del Derecho en cuyos programas aparezca, para bien o mal, incrustada una asignatura marginal de Introducción al Derecho o/y de Introducción al Derecho privado. Junto a estos destinatarios, otros colectivos no despreciables podrían aprovecharse de la enseñanza que pueda deparar este libro. Así, quienes hayan de repasar y actualizar deprisa y corriendo unos conocimientos de Derecho compendiados con el fin de aspirar a un puesto de trabajo para cuya admisión hayan de superar un examen de conocimientos jurídicos no especializados, como ocurre hoy con las pruebas de acceso a firmas jurídicas de primer rango. Y, por qué no, el puro aficionado, el diletante que tenga por capricho aprender el Derecho en diez días, como dicen que puede aprenderse la lengua china.

			Parece una tarea menor. Pero es la mayor, porque obliga a autodisciplinarse y hacer cuestión de su propia rutina a quien se atreve a escribir un libro de esta clase para profanos. Para nosotros, ésta ha sido hasta el presente la experiencia editorial más interesante que hemos acometido en nuestra vida profesional como enseñantes del Derecho. Porque la tarea obliga a cuestionarse qué es lo esencial y qué lo accesorio en los estudios jurídicos, y esta cuestión no limita su alcance a la región de la enseñanza del Derecho para profanos. Este libro parte del postulado de que lo accesorio en el Derecho es el conocimiento y manejo de normas jurídicas y lo esencial el dominio de recursos jurídicos susceptibles de darnos la victoria en una contienda que finalmente es, fue y será siempre una contienda retórica. Lo que los clásicos llamaban un thesaurus locorum communium Iurisprudentiae y nosotros podemos traducir como el cofre del tesoro donde se encuentran los selectos tópicos del Derecho. Porque el Derecho no es una ciencia, ni existe la verdad en el razonamiento jurídico, y esto es algo que un profesional sólo puede decir, y no sin triste resignación, después de haber aprendido y practicado mucho de este oficio. En la presente obra las normas se remiten a «cajones» aislados en los que las leyes se listan sin mayor empeño que el de permitir que el lector interesado pueda hallarlas si por ventura está curioso de saber cómo se escriben los preceptos de una ley. El discurso pretende ser —no siempre lo conseguimos, especialmente si tratamos de Derecho público— independiente de las normas, y la utilidad de este libro aspira a sobrevivir aunque, digamos, el entero sistema de leyes vigente en España se modificara de una manera no radical. Nosotros no hemos querido presentarnos ante el lector como quien interpreta normas o como quien le invita a que interpreten normas, sino como contadores de cuentos no aburridos y experimentados proveedores de recursos jurídicos universales, supervivientes en medio de la marea de reformas legislativas que hemos incorporado con contenido criterio en esta segunda edición. Esto es lo que tiene de bueno trabajar con instituciones, que viven más allá del Derecho positivo, en lugar de hacerlo con preceptos legales. Esta opción sólo nos está permitida cuando nos dirigimos a lectores que no están comprometidos en la adquisición de un título académico de juristas, al menos por el tiempo presente y mientras no se imponga un cambio necesario en los modos de enseñar y aprender Derecho.

			Para no agotar con palabrería el margen de discurso que por costumbre tolera un prólogo, ahí va la primera lección. Tomamos la historia de Suetonio, De Rethoribus, aunque se trata de un cuento que se recoge también en otros lugares de las fuentes antiguas no específicamente jurídicas. Los maestros de oratoria a quienes se refiere el relato se encuentran ante el mismo de desafío que nosotros, el desafío de hacer pensar jurídicamente a quienes no tienen ni aspiran a tener conocimientos y manejo del Derecho positivo, sino que se entrenan para convencer a su eventual auditorio cuando se presente la necesidad de batirse en la arena de un tópico jurídico. Un día de verano bajaron a Ostia unos jóvenes de la Ciudad [Roma]. Llegados a la playa, vieron cómo unos pescadores se afanaban con sus redes de pesca. Convinieron con ellos en darle cierta suma por lo que sacaran en la red [bolum quanti emerent]. Pagaron por adelantado y esperaron hasta que la red fuere sacada de nuevo a tierra. Cuando ello ocurrió, resultó que no había ningún pez [piscis nullus affuit], sino una bolsa cerrada con oro. Los jóvenes pretendían que el hallazgo les pertenecía, pero los pescadores porfiaban que era de su propiedad. Ahí queda la cosa, y el joven aprendiz es entregado a sus propios recursos argumentativos, bajo una restricción: todo lo que tuviera a bien decir debía ser formulado como un discurso jurídico, y no como una digresión relativa al arte de la pesca, a la fauna marítima del mar Tirreno, a la codicia de los humanos o a la moralidad exigible a adolescentes y pescadores. Te animamos lector a que lo intentes, con ayuda de este libro. Para tu tranquilidad —y ésta es la primera y fundamental lección de Derecho que te impartimos— has de conducirte del modo que sigue. Primero, sepas que lo que estuvo alguna vez en el sistema [pongamos por caso, el Derecho Romano], sigue estando en el sistema, y no puede ser expulsado del sistema por ninguna fuerza de autoridad del tipo que fuere. Segundo, lo que ahora está en el sistema y tú creas que te inhibe de llegar a la conclusión a la que tus recursos te encaminan, no te dé congoja, porque es seguro que está neutralizado o contradicho por otro elemento (¡búscalo!) que también se halla en el sistema. Tercero, lo que pueda decirse en un sistema jurídico, pero tú creas que (todavía) no está formulado en el sistema, albricias, puedes darlo por ya formulado en el sistema, pues ten por seguro que existe un instrumento o meta-instrumento en el sistema (¡búscalo!) que permite considerar como ya dentro del sistema lo que todavía no se ha formulado por la instancia competente como un conjunto de reglas del sistema. Cuarto, nada de lo que digas se te juzgará como verdadero o falso, sino como torpe o encumbrado.

			Escribir este libro no habría sido posible sin el concurso y la agudeza de Carmen González Carrasco. Pero eso es algo que el lector que la conozca ya se imagina.

			ÁNGEL CARRASCO

		

	
		
			CAPÍTULO I

			LAS NORMAS Y EL ORDENAMIENTO JURÍDICO

			1. LAS NORMAS JURÍDICAS

			
			
				
					
							
							REFERENCIAS NORMATIVAS: Entrada en vigor y derogación de normas: Código Civil: art. 2; Ley General Tributaria: art. 9.—Renuncia a las leyes y a los derechos: Código Civil: art. 6.2.—Inexcusabilidad del cumplimiento de la norma: Código Civil: art. 6.1.—Inderogabilidad singular de reglamentos: Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo común de las Administraciones Públicas: art. 37.

						
					

				
			

			
			1.1. El Ordenamiento Jurídico español es el conjunto de las normas jurídicas vigentes que se aplican en territorio bajo jurisdicción española, producidas por órganos constitucionales españoles que tengan reconocida esta competencia en virtud de una norma de reconocimiento contenida en la Constitución Española.

			1.2. Norma jurídica. La norma jurídica es un enunciado lingüístico de alcance general (aunque no necesariamente universal), producido por una instancia competente (no necesariamente política) para ello, que pretende fuerza obligatoria, y que puede tener como contenido cualquier descripción, mandato, prohibición o permisión susceptible de determinar la conducta de los destinatarios de la norma.

			1.3. La validez de las normas. Predicar la validez de una norma significa que puede hacerse valer por vía de autoridad contra los individuos que son sus destinatarios y que los poderes públicos competentes están sujetos al deber de aplicar la norma en cuestión. El resto de las «normas» que gobiernan las relaciones sociales (v. gr., normas de cortesía) o las reglas morales pueden muy bien disponer de una pretensión de obligatoriedad igual o superior a las normas jurídicas, pero ningún órgano, persona o institución disponen de la competencia para imponer coercitivamente su contenido si el «obligado» deja de cumplirlas voluntariamente. Por «sujeción» del poder público se significa que una decisión administrativa o judicial que sea contraria a la norma deberá ser anulada por un órgano superior (no siempre lo hay), sin perjuicio de otras consecuencias accesorias que se sigan de la falta de observancia de la norma (v. gr., delito de prevaricación, etc.). La Constitución enfatiza esta pretensión incondicionada de validez del sistema jurídico, «sometiendo plenamente» la actuación administrativa a «la Ley y al Derecho» y sujetando el desempeño de la función judicial «únicamente al imperio de la ley». También los ciudadanos «están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico». Tal es así, que el imperio de la norma no puede hacerse depender del conocimiento efectivo que de la norma tenga cada destinatario, lo que justifica que la ignorancia de la norma no excuse de su cumplimiento.

			
			
				
					
							
							Dos precisiones sobre la validez de la norma. Las dos condiciones que deben darse para que una norma se repute válida no son cumulativas siempre. En ocasiones —muchas— una norma tiene exclusivamente efectos organizativos internos de un órgano o conjunto de órganos político-constitucionales, sin afectación directa a la conducta de los ciudadanos. Las normas que contienen definiciones o clasificaciones tampoco están dirigidas a sujeto determinado alguno como obligado, pero siempre se dará el caso de que la norma tenga que ser aplicada por un poder público cuando se produzca su supuesto de hecho. Pero lo contrario no puede ocurrir. Las normas cuyos destinatarios directos son exclusivamente los ciudadanos, cuyas conductas se pretende determinar por aquéllas (normalmente es así en las normas de Derecho privado) siempre sujetan, al menos, a los órganos jurisdiccionales competentes para resolver los conflictos interprivados. Una segunda precisión. La norma se aplica incondicionalmente, aunque el sujeto afectado por esta aplicación ignorase su existencia o contenido, pero este error (que se denomina error de derecho) puede producir para quien lo sufre otros efectos favorables, distintos de la no aplicación de la norma, o puede ponerle a cubierto de determinados efectos desfavorables (v. gr., sanciones) distintos de la aplicación incondicionada de la norma.

						
					

				
			

			
			1.4. Normas de reconocimiento y de competencia. Una instancia (política o no) es competente para producir una norma válida siempre que haya sido reconocida como tal por otra norma del sistema jurídico. Es decir, aunque resulte paradójico, un enunciado que pretende ser normativo sólo lo es si lo reconoce como tal otra norma del sistema normativo. Esta norma jurídica superior es denominada norma de reconocimiento. Las leyes y demás normas escritas del sistema jurídico español son normas jurídicas porque existen en la Constitución Española diversas normas jurídicas de reconocimiento que así lo declaran. La costumbre y los principios jurídicos no escritos constituyen normas jurídicas válidas en España porque y en la medida que la ley lo reconoce. Las Ordenanzas Locales y los Planes de Urbanismo son normas jurídicas porque una o varias leyes lo determinan. Los Tratados Internacionales (por ejemplo, el Tratado Constitutivo de la Unión Europea) contienen normas jurídicas válidas en España porque la Constitución Española reconoce esa posibilidad y atribuye el rango correspondiente. A su vez, los Reglamentos, Directivas y Decisiones de la UE y de sus órganos son normas válidas en España porque el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea así lo reconoce. Cuando la norma en cuestión es una norma producida por una instancia político-constitucional (un órgano en sentido jurídico), la norma de reconocimiento que atribuye al enunciado la condición de norma jurídica se formula normalmente como una norma de competencia en virtud de la cual la norma de reconocimiento atribuye a un órgano determinado una competencia para producir la norma en cuestión. Así, la Constitución contiene diversas normas atributivas de competencia en este sentido: a las Cortes Generales, para producir leyes y aprobar tratados; al Gobierno de la Nación, para producir reglamentos, reales decretos leyes y decretos legislativos; a las Comunidades Autónomas para aprobar leyes y reglamentos autonómicos, etc. En cambio, no es una norma de competencia la norma de reconocimiento de aquellas normas jurídicas que no han sido producidas por un órgano conforme a un proceso preestablecido (la costumbre y los principios jurídicos), porque ninguna instancia ha sido habilitada para producirlas.

			1.5. La norma de reconocimiento (casi) siempre es de superior rango que la norma reconocida. Conforme al sistema descrito, resulta necesario que la norma de reconocimiento sea siempre de superior jerarquía que la norma reconocida. Así, la Constitución es de jerarquía superior a la ley y ésta de rango prevalente al reglamento gubernamental o a la ordenanza local. Esto es así en cuanto atañe a normas jurídicas producidas por órganos o instancias españoles, pero no necesariamente cuando la norma reconocida es un Tratado. La cuestión es muy espinosa y digna de mucho más desarrollo que el que puede acometerse aquí. Básicamente se trata de decidir si la Constitución Española es de rango superior a los Tratados de la Unión Europea. La respuesta correcta es la siguiente. Frente a la Unión y sus órganos, España no puede de ninguna forma conculcar los Tratados ni su Derecho derivado, ni siquiera por medio de la Constitución o de su reforma. En este sentido, el Derecho comunitario es de rango superior a la Constitución Española, lo que debe entenderse en el sentido de que frente a sus compromisos europeos cualquier clase de norma jurídica española no vale y no debe ser aplicada ni siquiera por el juez nacional, si fuere contraria al Derecho comunitario; pero no en el sentido de que exista alguna instancia orgánica de la UE (por ejemplo, el Tribunal de Justicia de la UE) que tenga competencia para anular una norma nacional, pues tal competencia no existe. Pero en otro sentido, el Derecho originario español, y no sólo la Constitución, es superior en rango al Derecho Comunitario, pues en España sólo valen los Tratados internacionales porque lo afirma la Constitución, y el Estado puede siempre denunciar los Tratados de la Unión y salirse de ella, con el resultado de que una decisión de las Cortes españolas (denuncia del Tratado) produce la pérdida de validez de un conjunto de normas (las europeas) que, mientras estuvieron vigentes, no podían ser conculcadas por normas de producción española, ni tan siquiera por la Constitución.

			
			
				
					
							
							¿Y cuál es la norma que reconoce a la Constitución Española como norma? Tendría que tratarse de otra norma de rango superior a la Constitución, y no existe tal cosa. Incluso si existiera, esta norma requeriría de otra norma a su vez superior, y así indefinidamente. Según el Preámbulo de la Constitución, es la nación española la que se da a sí misma dicha Constitución, y este acto fundacional no requiere, a su vez, de una nueva fundamentación. Obviamente, se trata de una ficción: el reconocimiento de su propia condición como supernorma dícese haber ocurrido en un suceso histórico que nunca tuvo lugar. Pero esta singularidad no priva a la Constitución de su autoproclamada eminencia normativa. La Constitución Española no requiere de ninguna norma de reconocimiento en tanto en cuanto los poderes públicos y los individuos sigan de hecho actuando de forma tal que comporte el reconocimiento de que la Constitución es la norma superior. Es decir, mientras sea respetada, obedecida, aplicada.

						
					

				
			

			
			1.6. Entrada en vigor y cesación de efectos de las normas. Las normas jurídicas escritas entran vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial que corresponda (Estado, Comunidad Autónoma, Provincia), salvo que la propia norma establezca un plazo distinto. La costumbre y los principios jurídicos no están sujetos a ninguna regla especial de entrada en vigor ni pueden ni deben ser publicados. Las leyes escritas cesan de tener eficacia cuando son anuladas por una instancia competente —los tribunales contencioso-administrativos en cuanto a las normas reglamentarias y el Tribunal Constitucional respecto de las leyes—, o cuando son derogadas (total o parcialmente) por otra norma posterior de igual o superior rango. La derogación será implícita cuando la norma posterior sea incompatible con la primera, a pesar de que ésta no haya sido expresamente privada de eficacia por aquélla. Una ley puede aprobarse con un plazo de duración ya predeterminado por la norma o por otra norma; son leyes temporales y la cesación de efectos no requiere la derogación por otra norma. Aunque un brocardo latino afirma que cessante ratione cessat lex ipsa, en nuestro Derecho no está reconocida la pérdida de eficacia de las normas escritas por haber desaparecido la razón de ser (ratio legis) de su promulgación. Con todo, en la práctica los tribunales suelen proceder con tales normas dejándolas de hecho sin aplicación por medio de una interpretación teleológica reductora, lo que supone casi siempre restringir su alcance o privarla enteramente de efecto. Una norma anulada deja de pertenecer al sistema jurídico; una norma no aplicada (incluso por ser considerada contraria a una norma superior) sigue formalmente vigente en el sistema, y nada impide que en otro lugar o en otro tiempo el mismo u otro tribunal decidan aplicarla.

			1.7. Los jueces tienen la última palabra. La instancia aplicadora última del Derecho son los jueces, integrados en el Poder Judicial español. Las decisiones de cualquier otro operador jurídico público (v. gr., una Administración) o privado (v. gr., la junta de socios de una S.A.) serán siempre recurrible judicialmente por parte interesada. Las resoluciones judiciales que no admitan recurso ante otro órgano judicial superior (se dice entonces que tales resoluciones irrecurribles producen cosa juzgada) sólo excepcionalmente podrán recurrirse ante el Tribunal Constitucional.

			
			
				
					
							
							Un ejemplo de validez normativa «fácticamente» amenazada. En todo libro de Derecho se lee que una norma no derogada no puede ser considerada no vigente. Pero no existe un barómetro que mida con precisión mecánica cuándo una norma ha sido expulsada del sistema jurídico. Como se ha dicho, los jueces tienen la última palabra. Cuando existe una presión social o política intensa (aunque casi siempre injustificada e irrazonable) contra un estado de cosas normativo, puede ocurrir que los jueces se dejen presionar socialmente como colectivo y se produzcan resoluciones judiciales que generen un consenso judicial de que cierta norma «ya no rige». Y para conseguir este efecto se pueden construir diversos expedientes, porque el Derecho es una ciencia retórica.

						
					

				
			

			
			1.8. El sistema jurídico es siempre «completo». Cada uno en el ámbito de su competencia, los jueces deben resolver siempre cualquier asunto que conozcan y no pueden dejar de dictar sentencia bajo alegación o excusa de inexistencia de norma. Todo conflicto susceptible de ser planteado en términos jurídicos ha de tener una solución en Derecho. El juez tendrá que buscarla en la Constitución, en las leyes, en los reglamentos, o en cualquier orden normativo supletorio (costumbre o principio general), procediendo conforme al principio de jerarquía normativa, procurándose en cada caso la norma por hallazgo directo o por aplicación de un procedimiento analógico que le permita extender al caso dudoso otra norma conocida cuyo supuesto tenga con el supuesto disputado una «identidad de razón». Se dice entonces: está prohibido el «non liquet».

			1.9. La renuncia a la norma. Los poderes públicos no pueden «renunciar» a la aplicación de las normas de Derecho público. Tampoco pueden dispensar a ningún particular del cumplimiento o de la aplicación de la norma; esto último se conoce como «inderogabilidad singular de reglamentos». Los particulares pueden renunciar a la aplicación de la norma que le sea favorable, pero no a la que le imponga un deber o carga. La renuncia o exclusión voluntaria de una ley favorable comporta la renuncia a derechos actuales o futuros. La jurisprudencia actual admite la validez de renuncias de derechos futuros, todavía no consolidados en el patrimonio del renunciante. Con todo, hay normas «favorables» que son irrenunciables ex ante por tratarse de reglas de orden público. Normalmente son irrenunciables las normas «favorables» contenidas en leyes cuyo sentido es la protección específica de la clase de sujetos en cuestión, como ocurre con los consumidores o los arrendatarios de vivienda. Las normas irrenunciables se conocen con el nombre de normas imperativas. La renuncia puede ser unilateral o contenerse en un contrato celebrado con tercero. Cuando el contenido de una norma puede ser apartado o desconocido o sustituido por medio de un negocio jurídico unilateral (v. gr., testamento) o bilateral (v. gr., contrato), se dice que la norma en cuestión es dispositiva. Aunque una norma no pueda ser renunciada en los casos expuestos, su titular puede muy bien abstenerse de procurar su ejercicio una vez que esta ocasión se presenta. Por ello, no puedo renunciar por contrato al ejercicio futuro de mi derecho a divorciarme, pero ciertamente puedo abstenerme ahora y en el futuro del derecho a divorciarme.

			1.10. Aplicación de Derecho extranjero por jueces nacionales. La expresión «extranjero» ha de entenderse en sentido amplio, integrando tanto las normas procedentes de un tercer Estado como de aquellas organizaciones internacionales (como la UE) de la que España es parte. Tales normas no forman parte del ordenamiento jurídico español, pero pueden llegar a ser aplicadas por un órgano de la jurisdicción española si existe una norma de reconocimiento que le habilita o le obliga a dicha aplicación. Respecto del Derecho de terceros Estados, las normas de reconocimiento en cuestión son las llamadas normas de conflicto en Derecho internacional privado, que podrá ser una norma interna española (por ejemplo, el art. 9.º del Código Civil) o, a su vez, una norma internacional que rige en España como consecuencia de un Convenio Internacional del que España sea parte y que por ello forma parte del ordenamiento español. Los Reglamentos, Directivas y Decisiones de la UE son normas «extranjeras» que rigen en la jurisdicción española y que han de ser aplicadas (en mayor o menor medida) por las autoridades y la jurisdicción españolas, merced a una norma de reconocimiento (el art. 288 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea) que sí es una norma española, al estar contenida en un Tratado internacional suscrito por España e integrado en el Derecho nacional desde el momento en que se publicó en el BOE.

			2. EL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL

			
			
				
					
							
							REFERENCIAS NORMATIVAS: La Constitución como norma superior: Constitución Española: arts. 1, 9.1, 53, 97 y Disposición Derogatoria, apdo. 3; Ley Orgánica del Poder Judicial: art. 5; Ley Orgánica del Tribunal Constitucional: art. 39.—Las Leyes, sus clases y procedimiento de aprobación: Constitución Española: arts. 81-92; Ley de Organización, y Competencia y Funcionamiento del Gobierno: art. 22.—Tratados internacionales: Constitución Española: arts. 93-96, 150; Código Civil: art. 1.5; Tratado de la Unión Europea: art. 5.—Sumisión de la potestad reglamentaria al principio de legalidad y control por tribunales: Constitución Española: arts. 97, 103, 106.1; Ley Orgánica del Poder Judicial: arts. 5, 6 y 8; Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (arts. 127-133); Ley de Organización, Competencia y Funcionamiento del Gobierno: arts. 23-25; Ley General Tributaria: art. 6.—Principios jurídicos generales: Constitución Española: art. 1; Código Civil: art. 1.4; Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Publico: art. 3.—Convenios Colectivos: TR del Estatuto de los Trabajadores (RDLeg. 2/2015): arts. 3, 5, 82-92.—Ordenanzas Locales: Ley de Bases de Régimen Local: arts. 50, 84, 122.1.b) y 133.1.b), 140.

						
					

				
			

			
			2.1. La Constitución de 1978. Es la norma suprema del sistema jurídico, que autoproclama su superioridad sobre cualquier otro producto normativo y sobre cualquier instancia productora de normas. Configura la nación como un Estado social y democrático de Derecho que propugna como valores superiores la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo. Atribuye (o reconoce) al pueblo español como titular de la soberanía e instaura como modelo político la monarquía parlamentaria. Crea y regula los distintos poderes políticos estatales, autonómicos y locales reconocidos en España. Delimita sus funciones y les atribuye competencias para producir normas jurídicas válidas. Distribuye competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Lista los derechos fundamentales de los ciudadanos e instaura las garantías de su efectividad.

			2.2. Tratados Internacionales. Son acuerdos internacionales convenidos por España con instancias políticas no españolas, que habrán de ser aprobados por el Gobierno o por las Cortes, según el reparto de competencias realizado por la Constitución. La parte contratante puede ser otro Estado o una instancia pluriestatal, como la Organización de las Naciones Unidas o la Unión Europea. Por medio de un Tratado se puede atribuir a una organización o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución, pero la celebración de un Tratado de esta naturaleza deberá ser autorizada por una ley orgánica. Los Tratados pasan a formar parte del ordenamiento jurídico interno cuando se publican en el Boletín Oficial del Estado. Los Tratados sólo pueden ser alterados en la forma prescrita en ellos.

			2.3. Leyes estatales. Son normas jurídicas aprobadas por las Cortes Generales (Congreso de los Diputados y Senado), sancionadas por el Rey, que ordena su promulgación, y son publicadas en el Boletín Oficial del Estado. Existen varios tipos de leyes. Las leyes orgánicas son las relativas al desarrollo de los derechos y libertades fundamentales, las que aprueban los Estatutos de Autonomía o que tienen por objeto materias especialmente reservadas por la Constitución. Estas son leyes que requieren una mayoría reforzada de votos en el Congreso de los Diputados. Los Estatutos de Autonomía son leyes orgánicas estatales cualificadas por la existencia de una propuesta previa de autogobierno en la que son (ordinariamente) protagonistas instancias municipales y provinciales. El resto de las normas producidas por las Cortes son leyes ordinarias. Salvo que se trate de materia reservada por la Constitución a una ley orgánica o un Tratado, o de competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas, las leyes ordinarias pueden tener cualquier objeto y afectar a cualquier materia sin necesidad de que una explícita competencia con este objeto le haya sido atribuida a las Cortes. Una ley ordinaria es una ley de bases cuando contiene una delegación al Gobierno para que éste elabore un texto articulado desarrollado, que a su vez, aunque no producido por las Cortes, tendrá rango de ley y se promulgará bajo la forma de Real Decreto Legislativo. También se aprobarán de esta forma los textos legales refundidos por el Gobierno, previamente autorizado por una ley ordinaria que autoriza a refundir varios textos legales en uno solo. Una ley marco es una ley estatal que atribuye a las Comunidades Autónomas la facultad de dictar normas legislativas en el marco de los principios, bases y directrices fijados por aquélla. Una ley de armonización es una ley estatal que, como su nombre indica, armoniza las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas en materias atribuidas a competencia de éstas, cuando el interés general así lo exija y esta necesidad sea apreciada por mayoría absoluta del Congreso y del Senado. Los Tribunales de la jurisdicción ordinaria no pueden controlar la constitucionalidad de las leyes postconstitucionales, ni pueden inaplicarlas so pretexto de inconstitucionalidad. La competencia para anular leyes postconstitucionales por infracción constitucional está reservada al Tribunal Constitucional.

			2.4. Reales Decretos Leyes. Son normas con rango de ley dictadas por el Gobierno en casos de extraordinaria y urgente necesidad, que tendrán naturaleza provisional y no afectarán a las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades públicas del Título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general. Tendrán una validez provisional y deberán ser «inmediatamente» sometidas a convalidación de totalidad por el Congreso de los Diputados, es decir, sin necesidad (ni posibilidad) de obtener la aprobación de cada uno de sus preceptos. A todos los efectos, el Real Decreto Ley, incluso antes de su convalidación, tiene rango de ley.

			2.5. Reglamentos estatales. Se trata de normas, de diverso formato y contenido, producidas por la Administración del Estado, desde el Gobierno (en cuyo caso se promulgan como Reales Decretos o Acuerdos del Consejo de Ministros), los Ministros (y entonces serán Órdenes Ministeriales) hasta las instancias competentes de la Administración institucional que forma parte de la Administración del Estado, como, por ejemplo, las instrucciones o circulares que aprueba el Banco de España (por ej., en el caso del Banco de España, la Ley de Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito). Pero para que tengan rango normativo es preciso que una ley haya atribuido a estos entes la competencia para producir normas reglamentarias generales de obligado cumplimiento; en otro caso, las directrices o instrucciones dictadas por un ente administrativo no tienen fuerza obligatoria. Los reglamentos son normas de rango inferior a las leyes, no pueden infringir el contenido de aquéllas, ni tener por objeto materias que la Constitución reserva a las leyes o a las que éstas han excluido de la posibilidad de desarrollo reglamentario. Los reglamentos no podrán tampoco tipificar delitos, faltas o infracciones administrativas, establecer penas o sanciones, tampoco tributos, cánones u otras cargas o prestaciones personales o patrimoniales de carácter público. Esta sujeción a la legalidad se conoce bajo la locución de principio de legalidad. Se llaman ejecutivos los reglamentos que desarrollan el contenido de textos legales e independientes los reglamentos que se producen sin base legal previa. Los Tribunales de lo contencioso-administrativo tienen atribuida competencia para anular reglamentos contrarios a las leyes o producidos en materia reservada a la Ley. El resto de los tribunales de la jurisdicción ordinaria (civiles y laborales) pueden inaplicar tales reglamentos.

			2.6. Leyes y reglamentos autonómicos. Sustancialmente son normas que se corresponden con sus equivalentes en el orden estatal, sobre las materias que han sido atribuidas a las Comunidades Autónomas por la Constitución y los Estatutos de Autonomía.

			2.7. Ordenanzas locales. Son reglamentos producidos por los entes locales en el ámbito de su competencia, igualmente sujetos al principio de legalidad (por estar reconocidas y reguladas en la Ley de Bases de Régimen Local).

			2.8. La costumbre y los usos. Según el artículo 1.º del Código Civil (que es una ley), la costumbre regirá en defecto de norma legal o reglamentaria aplicable, siempre que no sea contraria a la moral y al orden público y resulte probada. Los usos jurídicos tienen el valor de costumbre siempre que no se trate de usos que se limiten a interpretar declaraciones contractuales.

			2.9. Principios generales del Derecho. Los menciona el artículo 1.º del Código Civil para reconocerles eficacia normativa en defecto de ley y de costumbre. Son normas no escritas ni promulgadas por instancia alguna, que tienen fuerza normativa por la racionalidad de su mandato y el consenso que existe sobre su adecuación. Para algunos, se trata del Derecho Natural que preexiste al Derecho positivo o legislado; para otros, no se trata más que de generalizaciones obtenidas por abstracción de reglas que se encuentran en el ordenamiento jurídico positivo. En realidad, se trata de una categoría heterogénea de reglas jurídicas, que van desde prescripciones morales hasta puras reglas clasificatorias. Lo único que tienen en común es que valen y que nadie las ha promulgado. Como el artículo 1.º del Código Civil también indica, los principios generales tienen también una virtud «informadora» del Ordenamiento jurídico en su conjunto, que determina incluso el modo y alcance de la aplicación de las leyes. Muchos principios están cristalizados en normas con rango de ley (así, la exigencia de buena fe en el ejercicio de los derechos, o el principio de que los pactos deben ser respetados, pacta sunt servanda, etc.) y otros han sido constitucionalizados (así, el libre desarrollo de la personalidad). Casi todo lo que puede aspirar al rango de principio general del Derecho tiene un determinado grado de reconocimiento legal, o ha sido parcialmente incorporado a una institución legal, de forma que, por vía de analogía se puede reconstruir una regla jurídica más amplia (el principio general) aplicable en escenarios y conflictos que no fueron objeto de la previsión expresa del legislador. Ocurre, por ejemplo, con el principio que veda el enriquecimiento injusto a costa de tercero o el que impide que un sujeto pueda extraer ventajas de su conducta contraria a Derecho. Gracias a esta función de complemento y desarrollo interno del Ordenamiento, los principios jurídicos adquieren en la actualidad una importancia y un protagonismo que va más allá del modesto papel supletorio que se le asigna por la norma de reconocimiento contenida en el artículo 1.º del Código Civil, especialmente en aquellos sectores del Derecho, como el administrativo, donde la multitud de normas menores, su circunstancialidad y la vastedad de recursos que exigiría su conocimiento y puesta en práctica, hacen que en no poca medida los jueces acaben resolviendo los conflictos sobre la base de principios generales.

			
			
				
					
							
							Un elenco de principios jurídicos generales. Nadie podría completar el elenco de los principios jurídicos que de hecho vienen operando como normas en Derecho español. Tampoco habría consenso sobre si determinadas paremias y brocardos jurídicos (por ejemplo, ad impossibilia nemo tenetur: nadie está obligado a lo imposible) constituyen auténticos principios normativos o son simples reglas de clasificación, criterios nemotécnicos o técnicas interpretativas utilizadas por los operadores jurídicos. Con todo, lo que sigue es un elenco de algunas fórmulas jurídicas reconocidas como principios normativos: protección de la confianza legítima de terceros; irreversibilidad de los actos propios; nadie puede sacar ventaja de su propia ilicitud o inmoralidad; nadie está obligado a lo imposible; quien obtiene la ventaja tiene que soportar la carga correspondiente; un término oscuro ha de interpretarse en sentido desfavorable para el causante de la oscuridad; prohibición del enriquecimiento sin causa; interpretación favorable a la máxima reciprocidad entre partes adversas; en igualdad de condiciones, es mejor la condición de quien posee; lo nulo no invalida aquello que puede sobrevivir a pesar de la nulidad (utile per inutile non vitiatur; principio de conservación de actos); interdicción de la arbitrariedad respecto de quien pueden tomar unilateralmente decisiones que afectan a tercero; proporcionalidad entre fines y medios; principios de audiencia y contradicción; favor libertatis; nadie puede ser sancionado dos veces por el mismo hecho, non bis in idem; presunción de validez de los actos jurídicos; etc. Según el artículo 1.º de la Constitución, la justicia es un «valor superior» del Ordenamiento español. Pero la justicia no es un principio jurídico, sino la razón de ser misma del Derecho como el arte de lo justo.

						
					

				
			

			
			2.10. Convenios Colectivos. Son acuerdos negociados por representantes de los trabajadores y empresarios (o representantes de éstos) que, respetando lo dispuesto en normas de rango legal, regulan las condiciones laborales y los términos de la «paz laboral». Los Convenios que se negocian de acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de los Trabajadores no son contratos colectivos ordinarios concluidos por medio de representantes, porque obligan a todos los empresarios y trabajadores incluidos en su ámbito de aplicación y durante todo el tiempo de su vigencia, lo que implica reconocerles carácter normativo, si bien en supuestos excepcionales y bajo ciertas condiciones y requisitos se admite la posibilidad de inaplicación o «descuelgue» de algunas condiciones laborales. Las «unidades de negociación» no están predeterminadas legalmente y pueden negociarse convenios interprofesionales, sectoriales, territoriales, de empresa de grupo de empresas, etc. La legitimación para negociar es requisito esencial para la validez y eficacia de los convenios, siendo una cuestión ligada a la representatividad de los sujetos negociadores: del lado de los trabajadores, los representantes unitarios (delegados de personal, comité de empresa) o sindicales (secciones sindicales, sindicatos); de la empresa, el empresario o las organizaciones empresariales. Todos los que se encuentren legitimados para negociar en un determinado ámbito tienen derecho a participar en la comisión negociadora del convenio. Los convenios tienen una vigencia pactada que en principio debe respetarse, aunque es posible iniciar nuevas negociaciones antes de que finalice dicha vigencia, a fin de evitar un vacío de regulación. Desde otro ángulo, las partes legitimadas pueden solicitar de la contraparte correspondiente el inicio de negociaciones, que sólo podrán no ser atendidas si existiera ya un convenio en vigor que no se pretende revisar o la parte destinataria estuviera ya negociando en una unidad de negociación más amplia. Actualmente, el convenio de empresa es preferente frente a cualquier otro, en la mayoría de las materias que pueden ser objeto de negociación. En determinadas condiciones y con el fin de suplir vacíos de regulación, la autoridad laboral puede extender el alcance del convenio a sectores distintos de los originariamente comprendidos en el convenio.

			3. RELACIONES ENTRE NORMAS JURÍDICAS

			
			
				
					
							
							REFERENCIAS NORMATIVAS: Principio de jerarquía normativa: Constitución Española: arts. 9.3, 97, 103, 106; Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público: arts. 8-14; Ley 57/1997, de Organización, Competencia y Funcionamiento del Gobierno: art. 23.—Retroactividad: Constitución Española: art. 9.3; Código Civil: art. 2.3; Código Penal: arts. 1 y 2; Ley General Tributaria: art. 10.2.

						
					

				
			

			
			3.1. Conflictos de normas. El Ordenamiento jurídico no es nunca racional en su conjunto. Existen redundancias, contradicciones expresas, valores incongruentes. Ha sido producido por seres humanos, que escasamente pueden percibir el universo normativo, y actuaron para la satisfacción de necesidades o intereses concretos. Además, el sistema se construye como un conjunto de normas de muy distinta procedencia orgánica y temporal, con partes enteras del Ordenamiento caídas en desuso pero que no se derogan por incuria o por desconocimiento. Para subvenir a tales inconveniencias el propio sistema, o los intérpretes del mismo, ha desarrollado un sistema de reglas de solución de conflictos que se pasa a exponer.

			3.2. Principio de jerarquía. Las normas de inferior rango no pueden infringir normas de rango superior. Si así ocurriera, la norma de inferior rango debería ser privada de eficacia. Esto último no tiene lugar siempre de la misma manera. Las leyes anteriores a la Constitución que son contrarias a ésta pueden ser declaradas no aplicables y nulas por cualquier órgano del Poder Judicial y pueden dejar de ser aplicadas por el resto de los poderes públicos, cada uno en el ámbito de su competencia. Las leyes posteriores a la Constitución no pueden ser anuladas salvo por el Tribunal Constitucional, conforme al procedimiento establecido para ello en la Constitución, ni pueden dejar de ser aplicadas por ninguna Administración ni Tribunal bajo excusa de inconstitucionalidad, sin perjuicio de que los tribunales puedan elevar al Tribunal Constitucional cuestión de inconstitucionalidad de dicha ley en los supuestos previstos en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Las normas reglamentarias que infrinjan el principio de jerarquía podrán ser anuladas, conforme al procedimiento legalmente establecido, por los tribunales del orden contencioso-administrativo, y deberán ser inaplicadas por todo tribunal que considere que la norma contraviene otra de rango superior. Proyectada sobre las normas reglamentarias, la regla de jerarquía se conoce como principio de legalidad. Una costumbre que eventualmente fuera contraria a la ley o a la Constitución no tendría validez, pero tampoco existe procedimiento alguno para declarar su nulidad. Simplemente, no existe como norma. Otro tanto ocurre con los principios jurídicos.

			3.3. Principio de competencia territorial. Entre normas del mismo o distinto rango que resulten contrarias entre sí, rige el principio de competencia cuando una de las normas es producida por un órgano del Estado y otra por un órgano de una Comunidad Autónoma. Será válida la norma producida conforme al reparto de competencias que se realiza en la Constitución y en los Estatutos de Autonomía. Si las normas versan sobre materia para la que una de las instancias tenga la competencia exclusiva, sólo la producida por esta instancia será válida. Si la contradicción se produce entre una norma estatal y otra autonómica en ámbitos distintos de una competencia exclusiva de la segunda, primará la norma estatal.

			3.4. Principio de posterioridad. Entre normas del mismo rango y orden de competencia territorial prevalece la norma posterior a partir del momento de su entrada en vigor, si ambas no pueden coexistir como válidas. No importa que la más antigua no haya sido formalmente derogada.

			3.5. No retroactividad. Salvo que la norma posterior del mismo rango que la anterior derogada establezca lo contrario, la norma posterior no afectará a los derechos adquiridos conforme a la antigua norma, aunque no sean reconocidos, o no lo sean igualmente, por la nueva. Sin embargo, atendiendo a la diversidad de situaciones posibles, el ejercicio de los derechos adquiridos podrá regirse por la norma nueva incluso sin necesidad de que ésta establezca expresamente su eficacia retroactiva. La Constitución prohíbe el efecto retroactivo de las normas sancionadoras y de las «no favorables o restrictivas de derechos individuales». Las normas tributarias posteriores más favorables para el sujeto pasivo tendrán efecto retroactivo cuando no sea firme el acto o la sentencia que imponen la sanción y las penales incluso habiendo recaído sentencia firme condenatoria.

			3.6. El principio de especialidad. Entre normas sucesivas del mismo rango y orden de competencia territorial, y eventualmente (es más inseguro) entre normas de distinto rango que contengan prescripciones incompatibles, prevalecerá la norma especial frente a la que regula la materia de modo general. Como se aprecia, esta regla de solución de conflictos no es congruente con las reglas de jerarquía y de posterioridad. Es tarea del intérprete decidir bajo su propia competencia y riesgo cuál de los criterios prevalecerá en cada supuesto, sin que pueda proporcionarse una guía general.

			4. INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN DEL DERECHO

			
			
				
					
							
							REFERENCIAS NORMATIVAS: Interpretación normativa: Código Civil: art. 3.1; Ley Orgánica del Poder Judicial: art. 5.—Aplicación analógica: Código Civil: art. 4; Código Penal: art. 4.—Fraude de ley: Código Civil: art. 6.4; Ley General Tributaria: art. 15.—Nulidad como sanción: Código Civil: art. 6.3.

						
					

				
			

			
			4.1. «El juez conoce el Derecho». Conforme a este adagio —más difundido en su expresión latina, iura novit curia— el Derecho aplicable (salvo que se trate de un Derecho extranjero que haya de ser aplicado por un operador jurídico español) no es un extremo que deba ser probado por la parte interesada ante el órgano o instancia que haya de tomar una decisión (acto administrativo o sentencia) por la que se apliquen normas jurídicas. El Derecho aplicable no es un hecho sujeto a prueba que esté a cargo del particular interesado en dicha aplicación. La regla tiene interesantes consecuencias procesales, pero aquí basta reseñar una, a saber, que el poder público al que la norma atribuye la potestad para dictar resoluciones con eficacia jurídica vinculante frente a terceros no está vinculado por la cita ni alegación de Derecho aplicable hecha por la parte interesada. La aplicación del Derecho es una competencia propia de aquel operador, y puede subsumir los hechos en norma distinta de la ofrecida por el interesado siempre y cuando respete la causa que fundamenta la acción sin que ello comporte incurrir en incongruencia.

			4.2. El Derecho es una pragmática. Las normas jurídicas no contienen juicios de hecho ni verdades, sino reglas con las que determinar un curso de acción y con las que juzgar y resolver controversias. En términos de la lógica aristotélica, las normas jurídicas no contienen juicios «asertóricos», sino «pragmáticos». Es preciso que existan reglas que guíen al operador jurídico en su labor de aplicación de las normas. Operador del Derecho es todo sujeto que desempeña una función socialmente significativa en la que se aplican normas jurídicas de forma tal que resulte afectado un tercero o pueda llegar a serlo. Son operadores el juez, sobretodo, pero también el notario, el inspector de tributos, el profesor de Derecho o de Ciencias Químicas, etc.

			4.3. Métodos de interpretación. Antes de su aplicación, las normas tienen que ser objeto de un proceso de interpretación por el que se pueda «descubrir» su significado, lo que los clásicos llamaban la ratio o sententia o voluntas legis. Existen diversos métodos de interpretación de normas jurídicas, diversos procedimientos para extraer el significado de un precepto. Las normas se pueden interpretar conforme al significado de los términos literales del precepto (interpretación gramatical), conforme a los precedentes que permitan averiguar qué quiso el sujeto u órgano que estableció la norma (interpretación histórica), conforme al sentido de conjunto del resto o de parte del resto del Ordenamiento (interpretación sistemática), conforme a «la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas» (art. 3.1 del Código Civil; interpretación sociológica) y conforme a la finalidad perseguida por el legislador o por el precepto como tal (interpretación finalista o teleológica). Después de 1978 se ha añadido al repertorio clásico la conocida como «interpretación de la norma conforme a la Constitución», que no es propiamente un método de interpretación sino una técnica de ajuste exigida por el principio de jerarquía normativa.

			4.4. Conflictos entre criterios de interpretación. Los diversos métodos interpretativos no son excluyentes entre sí, pero no siempre conducen a un resultado común, y es preciso entonces optar entre ellos. Para quienes creen que la ratio legis que importa conocer es la voluntad histórica del autor de la norma (teoría subjetiva de la interpretación), la interpretación histórica, siempre que resulte posible, es prevalente. Para quienes sostienen la existencia de una ratio objetiva de la norma independizada del designio particular del legislador histórico (teoría objetiva de la interpretación), serán decisivas las interpretaciones sistemática y sociológica. La interpretación finalista es congruente tanto con la teoría subjetiva como con la objetiva. La interpretación finalista es la más creativa, pero también la más agresiva con la letra de la ley. Al tratarse de una interpretación consecuencialista, es proclive a estimular aventuras creadoras o derogatorias del Derecho vigente, con merma del principio de legalidad; a cambio, permite estimular desarrollos orgánicos que impidan el anquilosamiento del sistema normativo. No es seguro si es este método el que el legislador considera prevalente en el artículo 3.1 del Código Civil («atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquéllas»), ni tampoco es seguro —pero sí sensato— que nuestros tribunales acepten que la interpretación gramatical ha de marcar un límite a toda labor interpretativa, en el sentido de que el resultado finalmente alcanzado tiene que ser un enunciado que todavía tenga cabida en alguno de los sentidos posibles de los términos literales. Si así no fuera, ya no habría interpretación jurídica, sino subversión rebelde del Derecho establecido. Finalmente, no se pueden dar reglas generales de preferencia, porque el arte del Derecho (del buen jurista) es precisamente saber elegir la interpretación «adecuada» y saber «convencer» a otros de que ésta es la interpretación «correcta». Por esa razón, ningún tribunal superior anulará una decisión de inferior rango sólo porque el juez de origen haya preferido uno u otro método de interpretación, siempre que —por supuesto, en el entender del órgano superior— haya interpretado correctamente la norma disputada. El Derecho es el arte de la retórica de lo justo.

			
			
				
					
							
							«Odiosa sunt restringendae». Según esta fórmula, las normas limitativas de derechos o libertades tienen que interpretarse «restrictivamente» y no son susceptibles de aplicación analógica a otros supuestos distintos de los expresamente regulados. Según el Código Civil son normas merecedoras de este proceder las «penales, las excepcionales y las de ámbito temporal». En general, las normas sancionadoras. En Derecho fiscal, en cambio, ni el gravamen tributario ni la exención (efecto «favorable») pueden ser objeto de aplicación analógica, pero no se prohíbe la interpretación «extensiva» de la norma. Según la terminología clásica, la interpretación es extensiva cuando la sententia legis tiene un ámbito de aplicación mayor que el delimitado por los verba legis; lo contrario ocurría en la interpretación restrictiva. Todavía está por encontrar el criterio que indiscutiblemente distinga entre una interpretación «extensiva» de la norma y una aplicación «analógica» de esta misma norma. Cuando se trata de normas cuyo supuesto de hecho es un conflicto entre sujetos particulares, ordinariamente no se podrán calificar de odiosas ni de favorables, pues lo que beneficia a uno perjudica al contrario; salvo que se trate de normas cuya función de protección no sea neutral, como las que atienden a los intereses de los menores o de los consumidores.

						
					

				
			

			
			4.5. La equidad. Los principios de legalidad y jerarquía normativa impiden que jueces y órganos administrativos despachen los asuntos de Derecho como controversias o materia de equidad, de justicia del caso concreto, salvo que expresamente una norma autorice este proceder, lo que en ocasiones ocurre, especialmente en las ramas del Derecho (como el civil, mercantil o laboral) que están menos sujetas al principio de legalidad. La equidad no puede ser el criterio único de solución de un caso, aunque puede y debe «ponderarse» en la aplicación de todas las normas jurídicas. Puesto que la distinción que se hace es sinuosa, no puede extrañar que muchas veces los tribunales produzcan decisiones en simple equidad, encubiertas bajo capa de interpretación flexible de las normas jurídicas. Una vez más, el Derecho como praxis prudencial.

			4.6. Efectos de la contravención. La inobservancia de una norma puede producir diversos efectos según la clase o el contenido de la norma. Sólo mencionaremos aquí la contravención debida a la conducta contraria a Derecho de los destinatarios de la norma en cuestión. La contravención puede dar lugar a una sanción penal o administrativa, conducir a la nulidad del acto o contrato en que se materializa la contravención, servir de presupuesto para la pérdida de un derecho o de una expectativa (v. gr., se pierde el derecho de reclamar el precio cuando no se instruyó al consumidor del derecho que tenía a desistir de la compra) o constituir el supuesto de hecho por el que un tercero adquiere contra el infractor determinado derecho o facultad de la que carecía antes de la contravención (v. gr., el derecho a resolver un contrato por incumplimiento, el derecho a reclamar una indemnización). Nulidad del acto y sanción penal/administrativa pueden producirse cumulativamente, si bien los órganos de la jurisdicción civil han sido hasta el presente renuentes a declarar la nulidad de contratos por infracción de normas administrativas cuyo incumplimiento llevaba aparejada una sanción. La adquisición por tercero de derechos o facultades contra el infractor es el efecto típico de la contravención de normas que fundamentan obligaciones de Derecho privado, especialmente contractual.

			4.7. Fraude de ley. Los actos realizados al amparo del tenor de una norma («norma de cobertura») que persigan un resultado prohibido por el Ordenamiento jurídico o contrario a él, se consideran realizados en fraude de ley, y no impedirán la aplicación de la norma que se había tratado de eludir. La calificación de una conducta como fraude de ley requiere inexorablemente que la interpretación de la norma que sirve de cobertura concluya que ésta no tenía como propósito la protección de conductas como la enjuiciada, y que sólo en apariencia podía suministrar amparo al propósito buscado por el sujeto.

			4.8. Fraude o estrategias lícitas. La simulación es la realización ficticia y no querida de un supuesto artificioso o meramente aparente. Se simula un contrato, un matrimonio, el establecimiento o cambio de domicilio, etc. Si no hay simulación, y el supuesto normativo es verdaderamente querido y realizado por el o los interesados, es muy difícil distinguir entre la estrategia ilícita de fraude de ley y la estrategia lícita de optimización de las posibilidades normativas mediante la selección de nichos regulatorios óptimos para el sujeto. ¿Defrauda la ley u optimiza su estrategia el señor que cambia de vecindad civil para establecerse en un territorio civil donde se puede desheredar a los hijos? ¿Y el que cambió de domicilio fiscal para no pagar más impuestos? ¿Defrauda la ley, que prohíbe vender libros de texto con descuento, u optimiza su estrategia el establecimiento que vende estos libros de texto al precio fijado pero regala a la madre un vale de corticoles?

			
			
				
					
							
							REGLAS

							— La Constitución es la «norma de las normas». Es la norma suprema del ordenamiento jurídico y a la vez la norma que regula el sistema de producción de normas por parte de todos los entes territoriales.

							— El ordenamiento jurídico es completo. Los Jueces tienen obligación de resolver siempre, y de resolver «en Derecho». Está prohibido el non liquet.

							— De todos los criterios de interpretación de las normas, el único de estricta observancia es el que no se contempla expresamente en el Código Civil: la interpretación conforme a la Constitución.

							— Los actos contrarios a norma imperativa son nulos salvo que la norma (o su sentido oculto) prevean un efecto distinto para el caso de contravención.

							— La equidad ha de ponderarse en la aplicación de las normas, pero la mera justicia material del caso concreto no puede servir de fundamento a la resolución, salvo que la ley lo autorice. Es una práctica judicial incorrecta camuflarlo bajo el criterio de la adecuación de la norma a «la realidad social del tiempo en que han de ser aplicada».

							— Si el supuesto de hecho previsto por la norma es enteramente realizado por el sujeto pasivo, los motivos son irrelevantes y no existe simulación ni fraude de ley.

							— El órgano judicial o administrativo competente para resolver una controversia no está vinculado por el derecho alegado por las partes ni éstas tienen la carga de probar el derecho aplicable (iura novit curia).

							— El órgano judicial o administrativo competente para resolver una controversia debe atenerse a la causa de pedir o contenido de la acción ejercitada (deber de congruencia).

							— El control de las leyes posteriores a la Constitución está reservado el Tribunal Constitucional. Los Tribunales de la jurisdicción ordinaria no pueden controlar la constitucionalidad de las leyes postconstitucionales, ni pueden inaplicarlas so pretexto de inconstitucionalidad.

							— Las normas pueden derogarse (total o parcialmente, implícita o explícitamente) mediante una norma posterior, que tiene que ser de igual o superior rango. Cuándo ello es así o cuándo, por el contrario, la regulación anterior pervive por su carácter de especial, ha de decidirse caso por caso.

						
					

				
			

			
		

	
		
			CAPÍTULO II

			DERECHOS, DEBERES, LIBERTADES

			1. LOS PRINCIPIOS DEL ORDEN JURÍDICO

			
			
				
					
							
							REFERENCIAS NORMATIVAS: Constitución Española: arts. 1.1, 9.2, 10, 53.

						
					

				
			

			
			1.1. Principios, valores, fundamentos. Bajo la fórmula «Principios jurídicos», el artículo primero de la Constitución establece una lista de valores superiores que se dice son propugnados por España, a saber, la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. El artículo 9.2 formula los objetivos que los poderes públicos deben promover, cuales son las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas y remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. Finalmente, el artículo 10 define como fundamentos del orden jurídico y de la paz social otra serie de valores, la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás. En consecuencia, podemos proponer que son valores o fundamentos de nuestro sistema jurídico la libertad, la justicia, la igualdad, el pluralismo político, la dignidad de la persona, los derechos fundamentales inherentes, el libre desarrollo de la personalidad y el respeto a la ley y a los derechos de terceros. Pero son objetivos de los poderes públicos conseguir la igualdad real de las personas y remover los obstáculos que impidan la participación política y social de los ciudadanos.

			1.2. Limitaciones versus objetivos. Entre los conceptos abstractos arriba enumerados actúan unos como límites de actuación de los poderes públicos y otros como objetivos a conseguir por estos poderes en el ejercicio de sus competencias. Los primeros son los decisivos jurídicamente, porque en ellos radica la garantía última de los ciudadanos. Los objetivos definen propósitos y justifican competencias políticas, pero sustancialmente se resisten a ser sometidos a un control de cumplimiento por terceros. Aunque los poderes públicos y ciudadanos están «sujetos» a la Constitución y las leyes, sólo los límites auténticos «vinculan» a los poderes públicos en el ejercicio de su competencia. Más aún, el límite es la garantía de que la persecución política de objetivos, por muy encomiable que puedan ser éstos, nunca puede degenerar en ejercicio arbitrario o abusivo del poder. A estos límites la Constitución denomina derechos fundamentales en su Título I, concediéndoles un régimen y protección cualificada.

			1.3. Objetivos versus «principios rectores de la política social y económica». Todavía es preciso distinguir entre los objetivos que deben perseguir los poderes públicos como objetivos últimos y las políticas inmediatas que tales poderes han de llevar a cabo en el ejercicio de las competencias. Estas políticas están listadas en el Capítulo III del Título I de la Constitución. Se supone que mediante la consecución de los objetivos inmediatos en que consisten las diversas políticas activas se realizan y aseguran los objetivos finales (igualdad real, ciudadanía participativa).

			2. DERECHOS Y LIBERTADES

			
			
				
					
							
							REFERENCIAS NORMATIVAS: Distinción de intereses reflejos y derechos subjetivos: Ley Orgánica del Poder Judicial: art. 7.3; Ley 29/1998, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa: arts. 19, 29, 31, 71.—Derechos colectivos y difusos: Ley de Enjuiciamiento Civil: art. 11, 6.8, 11.4, 15.4, 52.1.16.º, 221.2, 711.2.—Acción de cesación: Ley 7/1998, de condiciones Generales de la Contratación: art. 12.2; Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias (RDleg. 1/2007): arts. 53-56; Ley 3/1991, de competencia desleal: arts. 32.1.2.º, 38.1 y 2, 39.

						
					

				
			

			
			2.1. Contenido positivo, facultad de exclusión y poder de disposición. Las posiciones jurídicas activas (derechos, libertades) de que son titulares las personas y los grupos tienen un contenido triple. Derechos y libertades otorgan a su titular un contenido positivo, la facultad de proceder sobre la cosa o el asunto con objeto de procurarse la utilidad y ventaja en que el derecho o libertad consistan. Es, por ejemplo, el derecho a conducir un vehículo, que corresponde a su dueño, o el derecho a gozar de un esparcimiento sano en el medio ambiente, que se atribuye a todo sujeto. El derecho tiene también una faceta negativa, que es la legitimación que confiere a su titular para excluir del disfrute a quienes no se encuentren legitimados. La facultad de exclusión es una competencia que permite al titular impedir que otros exploten el contenido positivo del derecho sin permiso de su titular. Pero el contenido positivo y la facultad de exclusión no agotan el ámbito del hacer lícito. Junto a ellos puede darse, y es en la práctica tanto o más importante que los anteriores, un poder de disposición, la competencia para enajenar la cosa o el derecho, transferirlos a un tercero con un alcance más o menos pleno.

			2.2. El contenido positivo de los derechos. El contenido de poder lícito que un derecho confiere a su titular será de una de estas dos clases. Bien el derecho permite extraer de la cosa o bien jurídico las utilidades posibles conforme a la naturaleza del derecho de que se trate, bien el contenido de poder puede consistir en que su titular está legitimado para producir o procurar una modificación jurídica que altere el statu quo existente antes de su ejercicio. Esta última clase comprende facultades de muy distinto tipo, que pueden caracterizarse como derechos de configuración jurídica. A esta clase pertenecen, entre otros, el derecho de impugnar un acto o contrato; el derecho de desistir, resolver, rescindir una relación jurídica; el derecho de adquirir un bien mediante el ejercicio de una opción de compra o de un derecho de retracto; el derecho a demandar el divorcio o de reconocer la paternidad sobre un hijo no matrimonial; o el derecho a prorrogar un contrato o de adquirir el dominio de una cosa mueble abandonada.

			
			
				
					
							
							Pretensiones de segundo nivel y los límites del Derecho. Es de la esencia del Derecho que (prácticamente) todos los contenidos positivos de un derecho o libertad puedan ser finalmente reconducidos a un derecho de prestación de una cantidad de dinero a pagar por un tercero. La lesión «injusta» del ejercicio presente o futuro del derecho hace nacer una deuda de responsabilidad civil extracontractual, pagadera en dinero. Derechos como los de pintar una pared, montar a caballo, casarse, mantener relaciones privadas, expresarse, desarrollar libremente la personalidad, creer en Dios, cultivar un huerto, etc., no empiezan a tener significado jurídico hasta que son lesionados indebidamente por un tercero. Entonces el variado repertorio de conductas «no relacionales» a que nos referimos adquieren significado jurídico, y el contenido positivo del derecho queda concentrado en una prestación específica de dinero, una deuda de responsabilidad. Entonces el conflicto empieza a ser justiciable. La pretensión de pago de indemnización en dinero es una pretensión de «segundo nivel», que ha permitido que el Derecho oficie como una técnica operativa para la resolución de conflictos. Si una conducta o acontecimiento no pueden ser exigidos directamente mediante un derecho primario y tampoco puede devenir una pretensión de segundo nivel al pago de una indemnización en dinero, en tal caso la conducta o el acontecimiento son irrelevantes para el Derecho. El crédito indemnizatorio no es la única pretensión de segundo nivel, pero sí la más importante. El «derecho a divorciarse», el «derecho a hacer extinguir la patria potestad» son también pretensiones de segundo nivel, porque las originarias, de primer nivel, cuales son la pretensión al mutuo cuidado y fidelidad o la pretensión a que los padres procuren al hijo el pleno desarrollo de su personalidad, no pueden hacerse operativas jurídicamente en su manifestación primaria. Estos dos ejemplos ilustran cómo bastantes (pero no todos) de los que hemos llamado «derechos de configuración jurídica» son pretensiones de segundo nivel, ante el fracaso de pretensiones primarias que no pueden tutelarse debidamente si no es mediante su conversión en esquemas jurídicos manejables en un proceso judicial.

						
					

				
			

			
			2.3. Posiciones jurídicas egoístas y posiciones jurídicas fiduciarias. Una posición jurídica activa puede haber sido atribuida por el Derecho para el ejercicio egoísta por su beneficiario. En este caso, el titular puede ejercer la posición buscando la maximización de su propia utilidad, sin preocuparse de procurar con su ejercicio una ventaja o un beneficio a terceros. Cuando el ejercicio del derecho está dirigido a la satisfacción de intereses o necesidades de terceros, la posición tiene carácter fiduciario. Las posiciones activas egoístas se conocen como derechos subjetivos o libertades. Las posiciones fiduciarias se conocen con el nombre de potestades, especialmente si el titular de la posición es una Administración Pública (potestades administrativas). Las competencias de los entes públicos que tienen atribuido el ejercicio de poder son siempre potestades, pues el beneficiario de la competencia no es su titular, sino que lo son los «intereses generales». Las competencias de los administradores de intereses privados (v. gr., tutores, padres, comisionistas, administradores sociales, etc.) son posiciones fiduciarias, porque en el ejercicio de aquéllas no pueden subordinar el interés administrado al interés propio ni proceder deslealmente mediante la creación o mantenimiento de conflictos de intereses que puedan lesionar el interés administrado.

			2.4. Derechos y libertades. Aunque los términos de derecho y libertad suelen emplearse indistintamente en muchos contextos jurídicos, aquí haremos una distinción entre estas dos posiciones jurídicas activas. Una libertad es una posición activa que se atribuye a todo sujeto por su simple condición de persona. Un derecho es una posición activa que se adquiere por la adquisición de un título jurídico singular. El derecho a pasearse por espacios públicos o el de mantener una relación sexual promiscua es una libertad; el derecho a habitar mi casa nace de mi título de dominio o de arrendamiento; el derecho de cobrar una pensión nace de mi condición de acreedor, que debo haber adquirido por algún medio que me permite en Derecho convertirme en acreedor. Casi como corolario de lo primero, la libertad no atribuye una facultad de exclusión. El paseante puede pretender impedir a los demás que le molesten o le inhiban su libertad, pero no puede impedirles que ellos ejerciten su propia libertad sobre la misma cosa o interés. También como consecuencia necesaria, la libertad no concede a su titular un poder de disposición. No sólo porque de suyo las libertades son normalmente inalienables o irrenunciables (no puedo vender por precio mi derecho al libre desarrollo de mi personalidad), sino porque la libertad no constituye un activo patrimonial en manos de su titular, ya que no le confiere ningún monopolio, ningún poder que los terceros no puedan ostentar por sí mismos sin necesidad de comprárselo a otro ciudadano. Por lo ordinario, los derechos subjetivos son libremente disponibles por su titular.

			2.5. Derechos subjetivos perfectos. Una posición activa es un derecho subjetivo perfecto cuando atribuye a su titular o titulares un contenido positivo bien delimitado, una facultad de exclusión de terceros no habilitados por el titular y un poder de disposición pleno. Además de ello, un derecho subjetivo perfecto no impone a su titular deberes fiduciarios ni funcionaliza el ejercicio del derecho a la satisfacción de otros intereses distintos del de su titular. Más sintéticamente, el derecho subjetivo es un poder que el ordenamiento concede a un individuo, disponible por su titular, que le permite proceder sobre estos bienes en orden a la satisfacción de sus propios intereses, excluyendo a los demás.

			2.6. Ventajas reflejas de una norma o de un derecho ajeno. No todo lo que adviene a un sujeto como ventaja y es aprovechado en algún sentido por él constituye un derecho o una libertad. La inmensa mayoría de las normas jurídicas de Derecho público no operan mediante la atribución de derechos singulares a particulares, sino mediante la dispensación de ventajas indirectas que lleva consigo la regulación de que se trate. Las normas medioambientales, por ejemplo, contribuyen a la calidad de las aguas y de los recursos de la biosfera, de lo que todo el mundo se beneficia, pero no atribuyen —o lo hacen escasamente— derechos que los beneficiarios de la regulación puedan hacer valer frente a los contaminantes o frente a los poderes públicos competentes. La existencia de organismos públicos de supervisión del mercado financiero produce una ventaja indirecta en los inversores, pero éstos no son titulares de derechos frente a aquellos organismos ni pueden reclamar la producción de determinadas normas administrativas. Todo lo más que otorga el Derecho administrativo a quien está interesado en una regulación es que pueda demandar ante tribunales la anulación del acto administrativo ilegal, pero no le permite el restablecimiento de una posición jurídica individualizada, por ejemplo, una indemnización en dinero. Lo mismo ocurre con la seguridad pública garantizada por las fuerzas del orden. No sólo en el Derecho público se produce esta divergencia entre derechos y ventajas reflejas. También en el Derecho privado. Si Pedro ostenta frente a Juan una servidumbre que impide a éste construir en altura, también se beneficia de ello Carlos, otro vecino, no titular de la servidumbre, que no puede reclamar si Juan incumple la servidumbre. El banco que da crédito a un promotor para que éste pueda pagar a los contratistas está procurando un beneficio indirecto a tales contratistas, pero éstos no tienen por ello un derecho a que el banco les entregue el dinero a ellos o a que el prestatario lo emplee para pagar a estos subcontratistas. Especialmente, quien no es parte de un negocio jurídico como contratante no es considerado titular del crédito nacido de este contrato, aunque su cumplimiento le beneficie de una manera refleja. La titularidad de simples ventajas reflejas no atribuye ningún derecho que pueda ser objeto de acción de Derecho privado.

			2.7. Derechos de propiedad en sentido amplio y derecho de propiedad en sentido estricto. Cualquier derecho subjetivo perfecto merece ser denominado derecho de propiedad en sentido amplio, ya se trate de una propiedad en sentido estricto, de un derecho de crédito, de una posesión como arrendatario. Cualquiera de ellos está protegido por la garantía institucional del derecho de propiedad que se contiene en la Constitución. Un derecho de propiedad en sentido estricto es una clase específica de los derechos subjetivos perfectos, probablemente el derecho subjetivo más perfecto que exista en el Ordenamiento. Un derecho de propiedad en sentido estricto es un derecho que recae sobre un bien y atribuye a su titular todas las facultades residuales que la ley o el contrato no hayan atribuido a terceros sobre la cosa. Obsérvese que ordinariamente el derecho de propiedad en sentido estricto es el que atribuye un contenido positivo más amplio sobre el bien en cuestión. Pero eso no ocurre siempre así. Un usufructuario vitalicio con poder de disposición disfruta de más contenido positivo que el nudo propietario de la misma cosa; un arrendatario de vivienda con prórroga potestativa indefinida y rentas congeladas disfruta de un contenido positivo más extenso que el del arrendador propietario. Es contingente que el derecho de propiedad sea más o menos amplio en cuanto a su contenido positivo de uso y disfrute. Lo esencial es que el derecho de propiedad constituya el derecho residual, en un doble sentido, a saber, que toda facultad de disfrute presente o futura que no esté expresamente atribuida a otro sujeto con derechos sobre la cosa le pertenecen a aquél y que todas las facultades atribuidas a otro titular revierten al propietario cuando el derecho concurrente se extinga. Porque el derecho de propiedad en sentido estricto no está sujeto a caducidad temporal, pero el resto de derechos que limitan el derecho de propiedad en sentido estricto son necesariamente temporales, por muy longevos que puedan resultar. Un derecho que limita el derecho de propiedad en sentido estricto se denomina también gravamen. Son gravámenes el usufructo, el arrendamiento, el derecho de opción, la hipoteca, la prenda, el derecho del concesionario de un bien de dominio público, entre otros.
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